	            Acción Contencioso      Administrativa de Nulidad   

Demanda.  
	Dr. Miguel Antonio Bernal Villalaz. promueve Recurso Contencioso Administrativo de Nulidad en contra del Contrato No.100 de 25 de agosto de 2010, celebrado entre la Dirección General de Ingresos del Ministerio de Economía y Finanzas y la empresa Cobranzas del Istmo, S.A., como Gestor de Cobro, para la recuperación de la cartera morosa y no pagada que excedan los doce (12) meses de haberse causado, y en contra de sus adendas, a fin que sean Declaradas Nulas por Ilegales y se haga otra declaración.


Honorable Ciudadano Magistrado Presidente de la Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia de Panamá:

 
Quien suscribe, Dr. Miguel Antonio Bernal Villalaz., varón, panameño, mayor de edad, abogado en ejercicio, con cédula de identidad personal No.8-153-2773, y oficinas ubicadas en el Área Bancaria, calle Manuel María Icaza, edificio Proconsa, piso 8, oficina 1, teléfono 269-5662, corregimiento de Bella Vista, distrito y provincia de Panamá, lugar donde recibe notificaciones personales, actuando en su propio nombre y representación, por este medio ocurre ante la Corte Suprema de Justicia de Panamá a objeto de incoar, como en efecto se hace, formal Demanda Contencioso Administrativa de Nulidad en contra del Contrato No.100 de 25 de agosto de 2010, celebrado entre la Dirección General de Ingresos del Ministerio de Economía y Finanzas y la empresa Cobranzas del Istmo, S.A., como Gestor de Cobro, para la recuperación de la cartera morosa y no pagada que excedan los doce (12) meses de haberse causado, publicado en la Gaceta Oficial No.26620 de 14 de septiembre de 2010, y en contra de sus adendas, a fin que previos los trámites de la Ley, sean declaradas Nulas por Ilegales y se haga otra declaración. 

I.
Designación de las Partes.

A.
Parte Demandante: La parte demandante está constituida por el Dr. Miguel Antonio Bernal Villalaz., varón, panameño, mayor de edad, abogado en ejercicio, con cédula de identidad personal No.8-153-2773, y oficinas ubicadas en el Área Bancaria, calle Manuel María Icaza, edificio Proconsa, piso 8, oficina 1, teléfono 269-5662, corregimiento de Bella Vista, distrito y provincia de Panamá, quien actúa en su propio nombre y representación.

B.    Parte Demandada: La parte demandada es la Dirección General de Ingresos del Ministerio de Economía y Finanzas, entidad de derecho público regulada por el Decreto de Gabinete No.109 de 7 de mayo de 1970 cuya representación legal “para efectos legales de contratación administrativa y demás obligaciones” recae en su Director General, licenciado Publico Ricardo Cortes C., con generales desconocidas en este momento, localizable en sus oficinas ubicadas en avenida Balboa y calle 41 Este, edificio PH Torre Mundial, corregimiento de Bella Vista, distrito y provincia de Panamá.

Intervendrá en este proceso el Señor Procurador de la Administración, de generales desconocidas en este momento, quien atiende notificaciones personales en sus oficinas ubicadas en avenida Perú y calle 34, edificio de la Procuraduría de la Administración, corregimiento de La Exposición, distrito y provincia de Panamá, en interés de la Ley.

II.
Acto Administrativo Impugnado.

 
El acto administrativo general demandado es el Contrato No.100 de 25 de agosto de 2010, celebrado entre la Dirección General de Ingresos del Ministerio de Economía y Finanzas y la empresa Cobranzas del Istmo, S.A., como Gestor de Cobro, para la recuperación de la cartera morosa y no pagada que excedan los doce (12) meses de haberse causado, publicado en la Gaceta Oficial No.26620 de 14 de septiembre de 2010, y sus adendas.  


El tenor literal del acto administrativo impugnado es el siguiente:  

	 “REPUBLICA DE PANAMÁ

MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS

DIRECCIÓN GENERAL DE INGRESOS

CONTRATO No 100

De 25 de agosto de 2010

Entre los suscritos, a saber: LUIS ENRIQUE CUCALÓN URIBE, varón, panameño, mayor de edad, portador de la cedula de identidad personal No 8-164-585 en su condición de Director General de Ingresos, quien en lo sucesivo se denominará EL ESTADO, por una parte y, por la otra, MAGALY RAMOS, mujer, panameña, mayor de edad, portadora de la cédula de identidad personal No 8-220-2353, en su condición de Presidenta y Representante Legal de la sociedad COBRANZAS DEL ISTMO, S.A., debidamente inscrita en el Registro Público en la Ficha 433694, Rollo 466885, Imagen 1, de la Sección de Personas Mercantiles, quien en adelante se denominará EL CONTRATISTA sobre la base de la excepción de acto público, autorización de contratación directa, sujeto a las siguientes cláusulas:

	s

	PRIMERA: (OBJETO DEL CONTRATO)

El objeto del presente contrato es la contratación de EL CONTRATISTA, como Gestor de Cobro, para la recuperación de la cartera morosa y no pagada, en adelante LAS CUENTAS MOROSAS, que excedan los doce (12) meses de haberse causado. La morosidad tributaria incluye todos los impuestos administrados por la Dirección General de Ingresos.

	

	SEGUNDO: (OBLIGACIONES DEL CONTRATISTA)

El CONTRATISTA cumplirá con el objeto del contrato y el desarrollo del mismo, con la diligencia, eficacia y responsabilidad requerida obligándose a:

1.
Iniciar las Gestiones de Cobro, dentro de los treinta (30) días calendarios siguientes, contados a partir del refrendo del Contrato por parte de la Contraloría General de la República.

	2.
Contar con un mínimo de treinta (30) empleados, quienes además deberán estar en planilla de EL CONTRATISTA y afiliados a la Caja del Seguro Social, los cuales ejercerán las funciones de Gestores de Cobro.

	3.
Ser propietario de todo equipo informático (hardware/software), que se requiera para prestar el servicio requerido. El equipo debe ser propiedad de EL CONTRATISTA y estar físicamente en las instalaciones del mismo.

	4.
Contar con al menos un (1) cobrador externo, con su respectivo equipo rodante que podrá ser moto o auto, por cada diez (10) cobradores internos, todos afiliados a la Caja del Seguro Social.

	5.
Mantener un departamento de contabilidad propio, en atención a la confidencialidad de la información que será puesta a su disposición. Los colaboradores de este departamento deberán estar igualmente afiliados a la Caja del Seguro Social.

	6.
Mantener extintores contra incendios según las regulaciones del Cuerpo de Bomberos de Panamá, incluyendo extintores tipo Espuma y extintores de tipo ABC.

	7.
Mantener sistema de alarma con contacto directo a la Policía y/o una empresa de monitoreo las veinticuatro (24) horas.

	8.
Contar con una central telefónica propia.

	9.
Contar con los servicios de una firma externa de Contadores Públicos Autorizados independientes.

	10.
Cancelar todos los impuestos que ocasione la ejecución del presente Contrato.

	11.
Cumplir fielmente con todas las leyes, decretos, ordenanzas provinciales, acuerdos municipales, disposiciones legales vigentes en la República de Panamá y asumir todos los gastos que éstas establezcan, sin ningún costo adicional para EL ESTADO.

	12.
Reportar de forma inmediata a EL ESTADO, las novedades o anomalías que se presenten durante la ejecución de este Contrato.

	13.
Depositar los pagos recibidos, producto de las gestiones de cobro realizadas, en un plazo no mayor de veinticuatro (24) horas hábiles en las dependencias de la Dirección General de Ingresos, en bancos oficiales o en aquellos bancos que forman parte de la red bancaria nacional y que estén previamente autorizados por la Dirección General de Ingresos para recibir el pago de impuestos.

	14.
Remitir a la Dirección General de Ingresos, aquellas cuentas que no hayan recibido ningún abono, así como aquellas cuentas en las que no se haya celebrado un acuerdo de pago con el contribuyente moroso. Lo anterior se hará a partir de la fecha de asignación de LAS CUENTAS MOROSAS y cada seis (6) meses.

	

	TERCERA: (OBLIGACIONES DEL ESTADO)

EL ESTADO se obliga a:

1.
Asignar a EL CONTRATISTA cuentas morosas, las cuales serán escogidas de manera aleatoria a través del sistema de cómputo de la Dirección General de Ingresos, de acuerdo a la cuantía de la cuenta, la antigüedad y al domicilio del moroso.

	2.
Asignar a EL CONTRATISTA un mínimo de trescientas cincuenta (350) cuentas morosas por cada cobrador interno que posea, dentro de los 30 días siguientes al refrendo del Contrato por parte de la Contralora General de la República.

	3.
Autorizar a EL CONTRATISTA a concertar arreglos de pago, por un término no mayor de sesenta (60) meses, con los contribuyentes morosos, de acuerdo con los modelos suministrados por la Dirección General de Ingresos y los cuales forman parte integral del presente Contrato.

	4.
Dar amplia publicidad al gestor de cobro autorizado.

	5.
Efectuar el pago por la gestoría de cobro realizada, dentro del plazo establecido en la cláusula novena del presente Contrato.

	

	CUARTA: (ESPECIFICACIONES TÉCNICAS)

Son requisitos esenciales, para la ejecución del objeto del presente Contrato que los equipos informáticos y tecnológicos, propiedad de EL CONTRATISTA, reúnan las siguientes características y condiciones técnicas:

	1.
Los equipos informáticos y tecnológicos deberán tener la capacidad de procesar datos digitalmente, para un mínimo de trescientos cincuenta (350) contribuyentes mensuales por cada cobrador interno de EL CONTRATISTA.

	2.
Mantener instalados, en sus equipos informáticos un firewall y antivirus vigentes con sus respectivas licencias, para prevenir intromisiones o ataques de terceros a la información.

	3.
Mantener respaldos (back-ups), fuera de las instalaciones principales de la empresa gestora.

	

	QUINTA: (CONFIDENCIALIDAD)

EL CONTRATISTA así como su personal directivo, administrativo y operativo, se obligan a guardar la más absoluta reserva de la información que llegue a su conocimiento, como consecuencia del cumplimiento del objeto contractual. Esto obedece al Principio de Confidencialidad que rige para la Dirección General de Ingresos.

	

	La falta a lo establecido en esta cláusula, acarreará las sanciones previstas en la Ley vigente.

	

	Para tal efecto, EL CONTRATISTA se obliga a:

1.
Utilizar la información que reviste carácter confidencial única y exclusivamente para los fines de la prestación del servicio objeto del presente Contrato.

	2.
No difundir o divulgar por ningún medio, ya sea visual, audiovisual, informático o escrito, la información a la que tenga acceso en el ejercicio de la prestación del servicio objeto del presente Contrato.

	3.
No utilizar cualquier sistema de reproducción de documentos, con el fin de divulgar o hacer pública la información, que será puesta a su disposición y que reviste carácter confidencial.

	4.
Prevenir o evitar el robo, pérdida o mal uso de la información confidencial que le será suministrada.

	5.
No utilizar la información suministrada por la Dirección General de Ingresos y que reviste carácter confidencial, ya sea de manera directa o indirecta, en actos, operaciones, transacciones, actividades, desarrollos y/o negocios ajenos a la prestación del servicio objeto del presente Contrato.

	6.
Mantener instalados en sus equipos informáticos un firewall y antivirus, vigentes con sus respectivas licencias, a fin de prevenir intromisiones o ataques de terceros a la información suministrada por la Dirección General de Ingresos, sobre sus contribuyentes morosos.

	

	SEXTA: (VIGENCIA)

El término de duración de este Contrato será de seis (6) años, los cuales podrán ser renovados por un plazo no mayor de cuatro (4) años adicionales, contados a partir del refrendo del Contrato por parte de la Contraloría General de la República.

	

	SÉPTIMA: (DISCREPANCIAS)

Las discrepancias que surjan durante la ejecución del presente Contrato, serán dirimidas por un Comité Coordinador, el cual será nombrado por el Director General de Ingresos.

	El mismo, estará integrado por la Subdirectora General de Ingresos, el Jefe de la Oficina de Asesoría Jurídica de la Dirección y un (1) representante de EL CONTRATISTA.

	

	OCTAVA: (CUANTÍA DEL CONTRATO)

EL CONTRATISTA, recibirá una comisión por cada morosidad gestionada y efectivamente cobrada, la cual asciende a los siguientes porcentajes:

1.
Por impuestos, tasas o contribuciones de contribuyentes con morosidad en exceso de 12 meses hasta 18 meses, el quince por ciento (15%) de lo efectivamente cobrado.

	2.
Por impuestos, tasas o contribuciones de contribuyentes con morosidad en exceso de 18 meses hasta 24 meses, el veinte por ciento (20%) de lo efectivamente cobrado.

	3.
Por impuestos, tasas o contribuciones de contribuyentes con morosidad en exceso de 24 meses hasta 30 meses, el veinticinco por ciento (25%) de lo efectivamente cobrado.

	4.
Por impuestos, tasas o contribuciones de contribuyentes con morosidad en exceso de 30 meses en adelante, el treinta por ciento (30%) de lo efectivamente cobrado.

	

	NOVENA: (FORMA DE PAGO)

EL CONTRATISTA recibirá el pago de la comisión de que trata la cláusula octava del presente Contrato, de forma mensual, por cada Gestión de Cobro efectivamente realizada y cobrada. Este pago deberá efectuarse dentro de los quince (15) primeros días del mes siguiente a los ingresos efectivamente depositados en las dependencias de Ingresos de la Dirección General de Ingresos o en bancos autorizados por esta Dirección.

	

	El pago de las comisiones se generará de una cuenta bancaria que se abrirá en el Banco Nacional de Panamá, la cual será responsabilidad de un (1) funcionario de la Dirección General de Ingresos conjuntamente con un (1) funcionario de la Contraloría General de la República.

	

	DÉCIMA: (RESPONSABILIDAD E INDEMNIZACIÓN)

En los Contratos que suscriba EL CONTRATISTA, para llevar a cabo el servicio de Gestoría de Cobros, se practicarán cláusulas de indemnidad a favor de EL ESTADO, que lo dejen a salvo de eventuales responsabilidades por demandas que pueda presentar EL  CONTRATISTA o sus empleados, subcontratistas o empleados, asesores o terceros con ocasión de daños y perjuicios derivados de la ejecución del presente Contrato y/o que se celebren en el desarrollo de este Contrato o por la terminación de dichos Contratos.

	

	En caso tal que EL ESTADO decida rescindir el Contrato sin que EL CONTRATISTA haya incumplido con los numerales 1 y 2 de la cláusula Décima Tercera del presente Contrato, EL ESTADO indemnizará a EL CONTRATISTA por el equivalente a las comisiones ganadas los últimos años antes de rescindir el Contrato.

	

	Este Contrato se ejecutará en estricta sujeción a sus cláusulas y, EL CONTRATISTA será responsable de las fallas que se adviertan.

	

	DÉCIMA PRIMERA: (SUPERVISIÓN DE EL ESTADO)

El ESTADO ejercerá la dirección general, la responsabilidad del control y la vigilancia de la ejecución del objeto del Contrato, a fin de evitar la paralización o la afectación grave, a sus intereses.

	

	Por lo que el Comité Coordinador deberá dar seguimiento, cumplimiento, control, vigilancia y ejecución del presente Contrato y de ello que deberá dejar constancia escrita, la cual será anexada al expediente del Contrato.

	

	Parágrafo: El Comité Coordinador designado velará por el cumplimiento de las obligaciones contractuales pactadas y de las establecidas en el ordenamiento jurídico vigente, en especial con lo señalado en materia de seguridad social.

	

	DÉCIMA SEGUNDA: (FIANZA DE CUMPLIMIENTO Y FIANZA DE MANEJO)

EL ESTADO declara que EL CONTRATISTA ha presentado una Fianza de Cumplimiento de CUATROCIENTOS CINCUENTA MIL BALBOAS (B/.450,000.00) y una Fianza de Manejo por la suma de CINCUENTA MIL BALBOAS (B/.50,000.00), para garantizar la ejecución completa y satisfactoria del Contrato.

	

	DÉCIMA TERCERA: (RESOLUCIÓN DE CONTRATO)

Serán causales de resolución administrativa del presente Contrato, las contenidas en el artículo 99 de la Ley 22 de 27 de junio de 2006, que reglamenta la contratación pública a saber:

1.
El incumplimiento de las clausulas pactadas.

	2.
La muerte de EL CONTRATISTA, en los casos en que deba producir la extinción del Contrato conforme a las reglas del Código Civil, si no se ha previsto que puede continuar con los sucesores de EL CONTRATISTA, cuando sea una persona natural.

	3.
La quiebra o el concurso de acreedores de EL CONTRATISTA, o por encontrarse este en estado de suspensión o cesación de pago, sin que se haya producido la declaratoria de quiebra correspondiente.

	4.
La incapacidad física permanente de EL CONTRATISTA, certificado por un médico idóneo, que le imposibilite la prestación de los Servicios, si fuera persona natural.

	5.
La disolución de EL CONTRATISTA, cuando se trate de persona jurídica, o de alguna de las sociedades que integran un consorcio o asociación accidental, salvo que los demás miembros del consorcio o asociación puedan cumplir el Contrato.

	

	PARÁGRAFO: Las causales de resolución administrativa del Contrato se entienden incorporadas a éste por ministerio de la Ley, aún cuando no se hubiesen incluido expresamente en el Contrato.

	

	DÉCIMA CUARTA: (SUSPENSIÓN TEMPORAL DEL CONTRATO)

En el caso de presentarse la suspensión en el plazo para llevar a cabo las Gestiones de Cobro por parte de EL CONTRATISTA, este deberá informarlo al Comité Coordinador designado por el Director General de Ingresos, quien deberá elaborar un acta, que contendrá la causal de suspensión y deberá ser firmada por las partes intervinientes en el presente Contrato. Una vez levantada la suspensión se suscribirá la respectiva acta de reanudación de actividades.

	

	DÉCIMA QUINTA: (MODIFICACIONES)

Para hacer modificaciones al presente Contrato, se seguirán las siguientes reglas:

1.
No podrán modificarse la clase y objeto del Contrato.

	2.
Los nuevos costos requerirán de la autorización o aprobación de los entes que conocieron el contrato principal de acuerdo a la cuantía.

	3.
Las modificaciones que se realicen al Contrato principal formarán parte de este, considerándose el Contrato original y sus modificaciones como una sola relación contractual, para todos los efectos legales.

	4.
EL CONTRATISTA tiene la obligación de continuar la presentación del servicio.

	

	DÉCIMA SEXTA: (INCUMPLIMIENTO)

El incumplimiento de las clausulas previstas en este Contrato acarreará las sanciones e inhabilitaciones previstas en el artículo 102 de la Ley 22 de 2006, sin perjuicio de la responsabilidad civil correspondiente derivada del incumplimiento contractual.

	

	DÉCIMA SÉPTIMA: (VÍNCULO LEGAL)

EL ESTADO no adquiere ningún vínculo o relación de carácter laboral o similares con el personal que el CONTRATISTA designe para el cumplimiento de las obligaciones del presente Contrato.

	

	Además, EL CONTRATISTA solo tendrá derecho al pago del valor de las comisiones estipuladas en la cláusula octava de este Contrato y en ningún caso se pagará al CONTRATISTA suma alguna por otro concepto.

	

	DÉCIMA OCTAVA: (NOTIFICACIONES)

Para todos los efectos legales derivados del presente Contrato, tanto judiciales como extrajudiciales, se fija como domicilios contractuales los siguientes:

	

	EL ESTADO: La sede de la Dirección General de Ingresos.

	

	EL CONTRATISTA: COBRANZAS DEL ISTMO, S.A.

Dirección: Avenida Ricardo J. Alfaro, P.H. Edificio The Century Tower, Piso # 1, Oficina D-7

Teléfono y Fax: 279-3300, 279-3322

Email: m.ramos@cobistmo.com 

	

	DÉCIMA NOVENA: (TIMBRES FISCALES)

Los timbres del presente Contrato serán satisfechos por medio de Declaración Jurada de Timbres, tal como establece el Artículo 967 del Código Fiscal.

	

	VIGÉSIMA: (PERFECCIONAMIENTO DEL CONTRATO)

El presente Contrato requiere para su perfeccionamiento y completa validez, encontrarse firmado por las partes y contar con el refrendo de la Contraloría General de la República.

	

	Para constancia de lo convenido, se expide y firma el presente Contrato, en la Ciudad de Panamá, a los veinticinco (25) días del mes de agosto del año dos mil diez (2010).

	

	Por EL ESTADO

LUIS E. CUCALÓN U.

DIRECCIÓN GENERAL DE INGRESOS
	Por EL CONTRATISTA

MAGALY RAMOS 

COBRANZAS DEL ISTMO, S.A.

	

	GIOCONDA TORRES DE BIANCHINI

CONTRALORA GENERAL DE LA REPÚBLICA


III.
Lo que se Demanda.

 
Se solicita respetuosamente a la  Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia que, previos los trámites del proceso contencioso administrativo de nulidad, declare lo siguiente:  

Primero: Que es Nulo, ab initio, por Ilegal, el Contrato No.100 de 25 de agosto de 2010, celebrado entre la Dirección General de Ingresos del Ministerio de Economía y Finanzas y la empresa Cobranzas del Istmo, S.A., como Gestor de Cobro, para la recuperación de la cartera morosa y no pagada que excedan los doce (12) meses de haberse causado, publicado en la Gaceta Oficial No.26620 de 14 de septiembre de 2010. 

Segundo: Que es Nula, por Ilegal, la Adenda No.1 de 21 de diciembre de 2011, suscrita entre la Dirección General de Ingresos del Ministerio de Economía y Finanzas y la empresa Cobranzas del Istmo, S.A., mediante la cual se modifica la cláusula novena del Contrato No.100 de 25 de agosto de 2010, descrito en el punto primero anterior.

Tercero: Que es Nula, por Ilegal, la Adenda No.2 de 09 de octubre de 2012, suscrita entre la Dirección General de Ingresos del Ministerio de Economía y Finanzas y la empresa Cobranzas del Istmo, S.A., mediante la cual se modifica la cláusula novena del Contrato No.100 de 25 de agosto de 2010, descrito en el punto primero anterior.

Cuarto: Que, como consecuencia de la declaración de Ilegalidad, se anulen los efectos del Contrato No.100 de 25 de agosto de 2010, celebrado entre la Dirección General de Ingresos del Ministerio de Economía y Finanzas y la empresa Cobranzas del Istmo, S.A., como Gestor de Cobro, para la recuperación de la cartera morosa y no pagada que excedan los doce (12) meses de haberse causado.

IV.
Hechos y Omisiones Fundamentales.  

Primero: Que la Dirección General de Ingresos es un organismo adscrito al Ministerio de Economía y Finanzas, con personería jurídica y autonomía administrativa, funcional y financiera, con funciones principales de reconocimiento, recaudación, cobranza, investigación y fiscalización de tributos, regulado por el Decreto de Gabinete No.109 de 7 de mayo de 1970, “Por el cual se reorganiza la Dirección General de Ingresos del Ministerio de Economía y Finanzas”, publicado en la Gaceta Oficial No.16605 de 18 de mayo de 1970.  

Segundo: Que el artículo 1 del Decreto de Gabinete No.109 de 7 de mayo de 1970, modificado por el artículo 128 de la Ley No.8 de 15 de marzo de 2010, “Que reforma el Código Fiscal, adopta medidas fiscales y crea el Tribunal Administrativo Tributario”, publicada en la Gaceta Oficial No.26489-A de 15 de marzo de 2010, establece la facultad de la Dirección General de Ingresos del Ministerio de Economía y Finanzas para contratar gestores de cobro, condicionada a la realización de actos administrativos idóneos y a la imperiosa observancia de las normas de contratación pública.  

“Artículo 1. La Dirección General de Ingresos funcionará como organismo adscrito al Ministerio de Economía y Finanzas, y dentro de este contará con autonomía administrativa, funcional y financiera en los términos señalados en esta Ley. 

Esta Dirección tendrá a su cargo, en la vía administrativa, el reconocimiento, la recaudación, la cobranza, la investigación y fiscalización de tributos, la aplicación de sanciones, la resolución de recursos y la expedición de los actos administrativos necesarios en caso de infracción a las leyes fiscales, así como cualquier otra actividad relacionada con el control del cumplimiento de las obligaciones establecidas por las normas con respecto a los impuestos, las tasas, las contribuciones y las rentas de carácter interno comprendidas dentro de la dirección activa del Tesoro Nacional, no asignadas por la ley a otras instituciones del Estado. 

Para tal efecto, mediante actos administrativos idóneos, podrá: 

1. 
Declarar o determinar la existencia de obligaciones tributarias, su cuantía o monto total. 

2. 
Exigir el pago de obligaciones tributarias y determinar la existencia de créditos tributarios, según corresponda. 

3. 
Contratar gestores de cobro con vasta y reconocida experiencia en los casos de morosidad que excedan de doce (12) meses de haberse causado, entendiéndose que estos se sujetan a la reserva de información de que trata el artículo 21 del presente Decreto de Gabinete y a las normas de contratación pública. 

…

Para los efectos legales de contratación administrativa y demás obligaciones tanto contractuales como de gestión en los términos arriba indicados, la representación legal de la entidad recae sobre el Director General de Ingresos. En este orden, el Director General de Ingresos podrá delegar, mediante resolución que deberá ser publicada en Gaceta Oficial, las funciones a él adscritas por la Ley y los Reglamentos que para estos efectos expida el Órgano Ejecutivo.” 

(Lo resaltado es nuestro) 

Tercero: Que la reglamentación del Decreto de Gabinete No.109 de 7 de mayo de 1970, a saber el Decreto Ejecutivo No.75 de 17 de julio de 2003, publicado en la Gaceta Oficial No.24848 de 21 de julio de 2003, en sus artículos 1°, 2° y 5° reitera la obligación de someterse a las reglas de la contratación pública. 

“Artículo 1° Naturaleza y régimen jurídico. La Dirección General de Ingresos se organiza como organismo adscrito al Ministerio de Economía y Finanzas, con mano y jurisdicción en toda la República, de carácter eminentemente técnico y especializado, con personería jurídica y con autonomía administrativa, funcional y financiera.

El carácter de adscripción al Ministerio de Economía y Finanzas implica que el objetivo de la Dirección General de Ingresos debe cumplirse conforme a los lineamientos de política económica fiscal que señala el Ministerio de Economía y Finanzas.”

(Lo resaltado es nuestro) 

“Artículo 2° Representación legal. La representación legal de la Dirección General de Ingresos corresponderá al Director General.

…”

(Lo resaltado es nuestro) 

“Artículo 5º Autonomía Financiera. La autonomía financiera le da a la Dirección General de Ingresos la capacidad de manejar sus recursos financieros y de presupuesto y efectuar la gestión de compras y adquisiciones y de contratación administrativa, dentro del marco legal establecido por las normas vigentes sobre la materia.

(Lo resaltado es nuestro) 

Cuarto: Que el Decreto Ejecutivo No.22 de 17 de marzo de 2010, publicado en la Gaceta Oficial No.26493-A de 19 de marzo de 2010, que reglamenta el acto administrativo de contratación de gestores de cobro en los casos de la morosidad prevista en el numeral 3 del artículo 1 del Decreto de Gabinete No.109 de 7 de mayo de 1970, introduce requisitos y procedimientos para evaluar la experiencia de los interesados y dispone el cumplimiento de la Ley de Contratación Pública.  
 
Para ello, el Decreto Ejecutivo No.22 de 2010 autoriza la contratación de gestores de cobro calificados (artículo 1), establece el mecanismo de calificación (artículos 4 a 6) y ordena obtener la excepción de acto público y autorización para contratar directamente con el gestor de cobro (artículo 7).

“Artículo 1: Se autoriza al Director General de Ingresos del Ministerio de Economía y Finanzas a contratar gestores de cobro con vasta experiencia en los casos de morosidad, ello en atención a los requisitos y procedimientos establecidos a través del presente Decreto Ejecutivo.” 

(Lo resaltado es nuestro)

“Artículo 6: Para los efectos de evaluar la documentación presentada por cada interesado, en virtud de lo dispuesto en los artículos 4 y 5 del presente Decreto Ejecutivo, el Director General de Ingresos designará de manera permanente un Equipo Evaluador encargado de evaluar los documentos presentados por los interesados, el cual estará conformado por:

….

Este Equipo Evaluador llevará a cabo sus funciones de la siguiente manera: 

…

7.
Recibido el informe del Equipo Evaluador, el Director General de Ingresos emitirá una resolución por la cual calificará al interesado, y lo admitirá o no como Gestor de Cobro Autorizado.

(Lo resaltado es nuestro)

“Artículo 7: Una vez calificado un interesado como Gestor de Cobro Autorizado, la Dirección General de Ingresos iniciará el procedimiento de contratación del mismo.

Para tales efectos y en concordancia con lo establecido en la Ley de Contratación Pública, el Director General de Ingresos, por conducto el Ministerio de Economía y Finanzas, solicitará a las instancias correspondientes, dependiendo de la cuantía, la excepción de acto público y la autorización para contratar directamente con el Gestor de Cobro Autorizado, el servicio de cobros.

Posteriormente, el Director General de Ingresos procederá a suscribir el contrato respectivo con el Gestor de Cobro Autorizado de acuerdo con este Decreto Ejecutivo y las disposiciones legales pertinentes, entendiéndose el cumplimiento de las normas legales vigentes, como lo es entre otros, la obtención previa del concepto favorable al contrato respectivo según la cuantía que corresponda. El contrato entre la Dirección General de Ingresos y el Gestor de Cobros tendrá una vigencia mínima de cuatro (4) años renovables por cuatro (4) años adicionales.

...”

(Lo resaltado es nuestro)

Quinto: Que los descritos Decreto de Gabinete No.109 de 1970, Decreto Ejecutivo No.75 de 2003 y Decreto Ejecutivo No.22 de 2010, que sirven de sustento jurídico a la contratación de gestores de cobro por parte de la Dirección General de Ingresos del Ministerio de Economía y Finanzas, son reiterantes en la necesidad de someter el respectivo procedimiento administrativo a la Ley de Contratación Pública, es decir a la Ley No.22 de 27 de junio de 2006.
Sexto: Que, dentro del procedimiento precontractual para la contratación de servicios de gestión de cobro por parte de la Dirección General de Ingresos del Ministerio de Economía y Finanzas, se observa una subfase de evaluación previa o de precalificación, que inicia con la solicitud del interesado y culmina con la acreditación o no del mismo como “Gestor de Cobro Autorizado”, bajo los parámetros contenidos en el Decreto Ejecutivo No.22 de 2010, y una subfase en la cual se debe seguir las normas de la contratación pública, incluyendo expresamente la excepción de acto público y autorización para contratar directamente, por la autoridad competente.  

Séptimo: Que, en el caso que compete, con fundamento en los artículos 4, 5 y 6 del Decreto Ejecutivo No.22 de 17 de marzo de 2010, la Dirección General de Ingresos del Ministerio de Economía y Finanzas otorgó la calificación de “Gestor de Cobro Autorizado” a la empresa Cobranzas del Istmo, S.A., a través de la Resolución No.201-1801 de 19 de mayo de 2010, que señala lo siguiente: 

“PRIMERO: Que el suscrito Director General de Ingresos, en uso de sus facultades legales según el numeral 7 del artículo 6 del Decreto Ejecutivo No.22 de 17 de marzo de 2010, califica a la empresa COBRANZAS DEL ISTMO, S.A., como Gestor de Cobros.

SEGUNDO: Que en consecuencia, la Dirección General de Ingresos admite a la empresa COBRANZAS DEL ISTMO, S.A., como Gestor de Cobro Autorizado.

(Lo resaltado es nuestro)

Octavo: Que, según ordena el artículo 7 del Decreto Ejecutivo No.22 de 17 de marzo de 2010, luego de la valoración de la empresa Cobranzas del Istmo, S.A. como “Gestor de Cobro Autorizado”, correspondía tramitar la excepción de acto público y autorización para contratar directamente, ante la instancia competente, de acuerdo a la Ley de Contratación Pública.

Noveno: Que la Dirección General de Ingresos del Ministerio de Economía y Finanzas contrató a la empresa Cobranzas del Istmo, S.A., inscrita a la ficha 433694, documento 466885, de la Sección de Mercantil del Registro Público, como Gestor de Cobro, para la recuperación de la cartera morosa y no pagada que exceda los doce (12) meses de haberse causado, a través del Contrato No.100 de 25 de agosto de 2010, publicado en la Gaceta Oficial No.26620 de 14 de septiembre de 2010.

Décimo: Que el cuerpo sustantivo (descripción de las partes) del Contrato No.100 de 25 de agosto de 2010, contiene la frase “sobre la base de la excepción de acto público, autorización de contratación directa”.

“Entre los suscritos, a saber: LUIS ENRIQUE CUCALÓN URIBE, varón, panameño, mayor de edad, portador de la cedula de identidad personal No 8-164-585 en su condición de Director General de Ingresos, quien en lo sucesivo se denominará EL ESTADO, por una parte y, por la otra, MAGALY RAMOS, mujer, panameña, mayor de edad, portadora de la cédula de identidad personal No 8-220-2353, en su condición de Presidenta y Representante Legal de la sociedad COBRANZAS DEL ISTMO, S.A., debidamente inscrita en el Registro Público en la Ficha 433694, Rollo 466885, Imagen 1, de la Sección de Personas Mercantiles, quien en adelante se denominará EL CONTRATISTA sobre la base de la excepción de acto público, autorización de contratación directa, sujeto a las siguientes cláusulas:”

(Lo resaltado es nuestro)

Décimo Primero: Que el propio Contrato No.100 de 25 de agosto de 2010, en sus cláusulas Décima Tercera (Resolución de Contrato) y Décima Sexta (Incumplimiento) se remite a la Ley No.22 de 27 de junio de 2006.

“DÉCIMA TERCERA: (RESOLUCIÓN DE CONTRATO) 

Serán causales de resolución administrativa del presente Contrato, las contenidas en el artículo 99 de la Ley 22 de 27 de junio de 2006, que reglamenta la contratación pública a saber:

1.
El incumplimiento de las clausulas pactadas.

2.
La muerte de EL CONTRATISTA, en los casos en que deba producir la extinción del Contrato conforme a las reglas del Código Civil, si no se ha previsto que puede continuar con los sucesores de EL CONTRATISTA, cuando sea una persona natural.

3.
La quiebra o el concurso de acreedores de EL CONTRATISTA, o por encontrarse este en estado de suspensión o cesación de pago, sin que se haya producido la declaratoria de quiebra correspondiente.

4.
La incapacidad física permanente de EL CONTRATISTA, certificado por un médico idóneo, que le imposibilite la prestación de los Servicios, si fuera persona natural.

5.
La disolución de EL CONTRATISTA, cuando se trate de persona jurídica, o de alguna de las sociedades que integran un consorcio o asociación accidental, salvo que los demás miembros del consorcio o asociación puedan cumplir el Contrato.

PARÁGRAFO: Las causales de resolución administrativa del Contrato se entienden incorporadas a éste por ministerio de la Ley, aún cuando no se hubiesen incluido expresamente en el Contrato.”

(Lo resaltado es nuestro)

“DÉCIMA SEXTA: (INCUMPLIMIENTO)

El incumplimiento de las clausulas previstas en este Contrato acarreará las sanciones e inhabilitaciones previstas en el artículo 102 de la Ley 22 de 2006, sin perjuicio de la responsabilidad civil correspondiente derivada del incumplimiento contractual.”

(Lo resaltado es nuestro)

Décimo Segundo: Que, según demuestran la declaración y cláusulas contractuales citadas en los hechos décimo y décimo primero de este instrumento, el Contrato No.100 de 25 de agosto de 2010 se ajusta expresamente a la Ley No.22 de 27 de junio de 2006.

Décimo Tercero: Que, aunado a lo expuesto, según los términos vigentes al momento de celebrarse el acto administrativo atacado, la propia Ley No.22 de 27 de junio de 2006, “Que regula la Contratación Pública y dicta otra disposición”, publicada en la Gaceta Oficial No.25576 de 28 de junio de 2006, define categóricamente su ámbito de aplicación en el artículo 1, al disponer que es de obligatoria observancia para las contrataciones que realice el Gobierno Central, dentro del cual se encuentra la Dirección General de Ingresos del Ministerio de Economía y Finanzas.

“Artículo 1. Ámbito de aplicación. La presente Ley tiene por objeto establecer las reglas y los principios básicos de obligatoria observancia que regirán los contratos públicos que realicen el Gobierno Central, las entidades autónomas y semiautónomas, los intermediarios financieros y las sociedades anónimas en las que el Estado sea propietario del cincuenta y uno por ciento (51 %) o más de sus acciones o patrimonio para: 

1. 
La adquisición o arrendamiento de bienes por parte del Estado. 

2. 
La ejecución de obras públicas. 

3. 
La disposición de bienes del Estado, incluyendo su arrendamiento. 

4. 
La prestación de servicios. 

5. 
La operación o administración de bienes. 

6. 
Las concesiones o cualquier otro contrato no regulado por ley especial. 

Parágrafo: A las contrataciones que realicen los municipios, las juntas comunales y locales y la Caja de Seguro Social, se les aplicará esta Ley en forma supletoria; no obstante, estas instituciones deberán someterse a las disposiciones contenidas en el artículo 124 de esta Ley.”

(Lo resaltado es nuestro)

Décimo Cuarto: Que la Ley de Contratación Pública, luego de sufrir modificaciones y adiciones, actualmente está organizada en el Texto Único de la Ley No.22 de 27 de junio de 2006, publicado en la Gaceta Oficial No.26829 de 15 de julio de 2011, sin afectar su alcance inicial.

“Artículo 1. Ámbito de aplicación. Esta Ley establece las reglas y los principios básicos de obligatoria observancia que regirán los contratos públicos que realicen el Gobierno Central, las entidades autónomas y semiautónomas, los municipios, la Caja de Seguro Social, los intermediarios financieros y las sociedades anónimas en las que el Estado sea propietario del cincuenta y uno por ciento (51 %) o más de sus acciones o patrimonio, así como los que se efectúen con fondos públicos o bienes nacionales para: 

1. 
La adquisición o arrendamiento de bienes por parte del Estado. 

2. 
La ejecución de obras públicas. 

3. 
La disposición de bienes del Estado, incluyendo su arrendamiento. 

4. 
La prestación de servicios. 

5. 
La operación o administración de bienes. 

6. 
Las concesiones o cualquier otro contrato no regulado por ley especial. 

A las contrataciones que realicen las juntas comunales y locales, se les aplicará esta Ley en forma supletoria; no obstante, estas instituciones deberán someterse a las disposiciones contenidas en el artículo 141. 

...”

(Lo resaltado es nuestro)

Décimo Quinto: Que la Ley de Contratación Pública establece taxativamente los diferentes procedimientos de selección de contratista y, en su artículo 56, tal como regía al momento de celebración del acto administrativo impugnado, enumera los casos en que es viable acogerse a la excepción de acto público y la autorización para contratar directamente. 

“Artículo 56. Excepción de procedimiento de selección de contratista. El principio fundamental de las contrataciones públicas es la celebración del procedimiento de selección de contratista, pero de manera excepcional, no será necesaria la celebración de dicho procedimiento en los siguientes casos: 

1. 
Los de adquisición o arrendamiento de bienes o servicios, así como la venta de bienes o servicios del Estado, en los cuales no haya más de un oferente o en aquellos que, según informe técnico oficial fundado, no haya sustituto adecuado, siempre que la venta no este fundamentada en la existencia de derechos posesorios sobre inmuebles. Tratándose de la venta de bienes del Estado donde exista un interés social o esté relacionado con programas de titulación de tierras que adelante el propio Estado solo se requerirá el informe técnico oficial de la autoridad con mando y jurisdicción responsable del programa o que establezca el beneficio en aras del interés social. La titulación que realice el Estado sobre bienes inmuebles basada en derechos posesorios se regirá por las leyes especiales.

2. 
Cuando hubiera urgencia evidente, de acuerdo con el numeral 47 del artículo 2 de la presente Ley, que no permita conceder el tiempo necesario para celebrar el acto público de selección de contratista. 

3. 
Cuando se trate de conjurar situaciones excepcionales relacionadas con emergencias o desastres naturales, previa declaratoria por el Órgano Ejecutivo. 

4. 
Los contratos autorizados o regulados por ley especial. 

5. 
Los que celebre el Estado con sus instituciones autónomas o semiautónomas, municipales o con las asociaciones de municipios, o de estas entre sí. 

6. 
Los contratos que constituyan simples prórrogas de contratos existentes, siempre que el precio no sea superior al pactado y así lo autoricen las autoridades competentes. 

7. 
Los contratos de permuta para adquisición de bienes muebles o inmuebles, previo avalúo correspondiente. 

8. 
Los actos o contratos que se refieren a obras de arte o a trabajos técnicos, cuya ejecución solo pueda confiarse a artistas reputados o a reconocidos profesionales. 

9. 
Las contrataciones por mérito para ciencia, tecnología, innovación y cultura, las cuales reglamentará el Órgano Ejecutivo por conducto del Ministerio de la Presidencia. 

10. 
Los contratos considerados de urgente interés local o de beneficio social. Se entienden incluidos los proyectos relacionados con el desarrollo de recursos energéticos, hídricos y otros de importancia estratégica para el desarrollo nacional. 

11. 
Los contratos celebrados por la Asamblea Nacional, hasta la suma de cincuenta mil balboas (B/.50,000.00), autorizados por la Directiva de la Asamblea. 

…”

(Lo resaltado es nuestro)

Décimo Sexto: Que, en atención a la separación dada en los numerales 5 y 6 del artículo 2 y en el artículo 57 de la Ley No.22 de 27 de junio de 2006, tal como regía al momento de celebración del acto administrativo impugnado, las únicas autoridades competentes para autorizar la contratación directa son el Ministerio de Economía y Finanzas (monto hasta B/.300,000.00), el Consejo Económico Nacional (monto supere B/.300,000.00 hasta B/.3,000,000.00) y el Consejo de Gabinete (monto sobrepase B/.3,000,000.00).

“Artículo 2. Glosario. Para los fines de la presente Ley, los siguientes términos se entenderán así: 

…

5. 
Autoridad competente para autorizar la contratación directa. Ente facultado para exceptuar del procedimiento de selección de contratista y autorizar la contratación directa, en los casos señalados expresamente en esta Ley. 

Le corresponderá al Ministerio de Economía y Finanzas exceptuar del acto público y autorizar las contrataciones directas, según se describen en la presente Ley, hasta la suma de trescientos mil balboas (B/.300,000.00); no obstante, dicha facultad, en el caso de los intermediarios financieros y de las sociedades anónimas en las que el Estado sea propietario del cincuenta y uno por ciento (51%) o más de sus acciones o patrimonio, le corresponderá a la Junta Directiva de cada una de estas entidades. 

Le corresponderá al Consejo Económico Nacional exceptuar del acto público y autorizar las contrataciones que superen la suma de trescientos mil balboas (B/.300,000.00) hasta la suma de tres millones de balboas (B/.3,000,000.00). 

Le corresponderá al Consejo de Gabinete exceptuar del acto público y autorizar las contrataciones directas a los contratos que superen la suma de tres millones de balboas (B/.3,000,000.00). 

6. 
Autorización de contratación directa. Acto mediante el cual la autoridad competente exceptúa del procedimiento de selección de contratista y autoriza a una institución del Estado para contratar directamente. 

…”

(Lo resaltado es nuestro)

“Artículo 57. Excepción, autorización y aprobación del contrato. El Órgano Ejecutivo expedirá, dentro de los tres meses siguientes a la promulgación de esta Ley, un reglamento de contratación directa, cuyas disposiciones garanticen y desarrollen los principios de economía, transparencia y selección objetiva previstos en esta Ley. 

La declaratoria de excepción de procedimiento de selección de contratista y la autorización de contratación directa, de aquellos contratos que no sobrepasen la suma de trescientos mil balboas (B/.300,000.00), le corresponden al Ministerio de Economía y Finanzas. En el caso de los intermediarios financieros y de las sociedades anónimas en que el Estado sea propietario del cincuenta y uno por ciento (51%) o más de sus acciones o patrimonio, aquellas se ajustarán a lo dispuesto en sus leyes orgánicas, para efectos de los contratos que no sobrepasen los trescientos mil balboas (B/.300,000.00). 

La declaratoria de excepción de procedimiento de selección de contratista, la autorización de contratación directa y la aprobación de aquellos contratos que sobrepasen la suma de trescientos mil balboas (B/.300,000.00), sin exceder los tres millones de balboas (B/.3,000,000.00), le corresponde al Consejo Económico Nacional. 

La declaratoria de excepción de procedimiento de selección de contratista, la autorización de contratación directa y la aprobación de aquellos contratos que sobrepasen la suma de tres millones de balboas (B/.3,000,000.00), le corresponde al Consejo de Gabinete.” 

(Lo resaltado es nuestro)

Décimo Séptimo: Que la excepción al procedimiento de selección de contratista y la contratación directa están respectivamente reglamentados en los capítulos IX (artículo 166) y X (artículos 167 a 172) del Título V “Normas Comunes a los Procedimientos de Selección de Contratistas” del Decreto Ejecutivo No.366 de 28 de diciembre de 2006, “Por el cual se reglamenta la Ley 22 de 27 de junio de 2006 Que regula la Contratación Pública y dicta otra disposición”, publicado en la Gaceta Oficial No.25701 de 29 de diciembre de 2006.

Décimo Octavo: Que, dada la frase “sobre la base de la excepción de acto público, autorización de contratación directa” contenida en el Contrato No.100 de 25 de agosto de 2010, a la cual se refiere el hecho décimo de este instrumento, se solicitó a las autoridades competentes para autorizar la contratación directa que certificaran si la Dirección General de Ingresos del Ministerio de Economía y Finanzas fue exceptuada del procedimiento de selección de contratista y autorizada a contratar directamente con la empresa Cobranzas del Istmo, S.A., como Gestor de Cobro, para la recuperación de la cartera morosa y no pagada que exceda los doce (12) meses de haberse causado.

Décimo Noveno: Que, el Ministerio de Economía y Finanzas, dada su condición de autoridad competente para autorizar las contrataciones directas por el monto de hasta trescientos mil balboas (B/.300,000.00), mediante el Memorando No.301-02-108-2014-UACE de 30 de octubre de 2014, contestó:

“Luego de analizados los archivos correspondientes a las vigencias fiscales 2009 a la fecha y, dentro de la competencia que la Ley de Contrataciones Públicas concede a este Ministerio, tengo a bien certificar que en esta instancia no consta que se haya evaluado ni aprobado ningún procedimiento excepcional de contratación directa con la empresa COBRANZAS DEL ISTMO, S.A., con R.U.C. 466885-1-433694 y D.V. 28, como Gestor de Cobros, para la recuperación de la cartera morosa y no pagada que excedan los doce (12) meses de haberse causado.”

(Lo resaltado es nuestro)

Vigésimo: Que, el Consejo Económico Nacional (CENA), dada su condición de autoridad competente para autorizar las contrataciones directas por un monto de trescientos mil balboas (B/.300,000.00) hasta tres millones de balboas (B/.3,000,000.00), en el Memorándum CENA/039 de 31 de octubre de 2014, manifestó: 

“… manifestamos que el Consejo Económico Nacional (CENA), no evaluó, aprobó, ni emitió concepto al procedimiento excepcional de contratación entre el Estado y la empresa Cobranzas del Istmo, S.A., con R.U.C. 466885-1-433694 y D.V. 28, como Gestor de Cobros.

De igual forma, certificamos que la Secretaría Técnica de este Organismo, no tiene registro de ingreso alguno en la base de datos de dicha contratación por lo que certificamos que no hemos remitido la referida contratación al Consejo de Gabinete.” 

(Lo resaltado es nuestro)

Vigésimo Primero: Que, el Consejo de Gabinete, dada su condición de autoridad competente para autorizar las contrataciones directas por montos superiores a tres millones de balboas (B/.3,000,000.00), vía la Nota No.715-2014-AL de 13 de noviembre de 2014, revela: 

“… mediante el memorándum No.192-14 CG de 13 de noviembre de 2014, el departamento de Consejo de Gabinete, nos certifica que el Consejo de Gabinete no evaluó el procedimiento excepcional de contratación con la referida empresa, ni tampoco otorgó concepto favorable a la misma como Gestor de Cobro.”

(Lo resaltado es nuestro)

Vigésimo Segundo: Que las certificaciones emitidas por el Ministerio de Economía y Finanzas, por el Consejo Económico Nacional (CENA) y por el Consejo de Gabinete, identificadas en los hechos décimo noveno, vigésimo y vigésimo primero de este instrumento, constatan que la Dirección General de Ingresos del Ministerio de Economía y Finanzas no solicitó ni obtuvo la excepción del procedimiento de selección de contratista y la autorización de contratación directa con la empresa Cobranzas del Istmo, S.A., como Gestor de Cobro, para la recuperación de la cartera morosa y no pagada que exceda los doce (12) meses de haberse causado, correspondiente al Contrato No.100 de 25 de agosto de 2010.

Vigésimo Tercero: Que, adicionalmente, la Dirección General de Contrataciones Públicas, como entidad administradora del Sistema Electrónico de Contrataciones Públicas “PanamaCompra”, en su Nota No.DGCP-DJ-092-2014 de 29 de octubre de 2014, conjuntamente con adjunto el Memorando No.DASPC-033-2014 de 29 de octubre de 2014, acredita que el atacado Contrato No.100 de 25 de agosto de 2010 no fue publicado en el Sistema Electrónico de Contrataciones Públicas “PanamaCompra”.

Vigésimo Cuarto: Que, la Dirección de Asuntos Jurídicos de la Dirección General de Contrataciones Públicas, en la Nota No.DGCP-DJ-092-2014 de 29 de octubre de 2014, señala: 

“Mediante la presente, en atención a su Nota DS/0LI No. 023, de fecha 29 de octubre de 2014, por medio de la cual solicita certificación sobre la publicación y/o excepción del procedimiento de selección de contratista y autorización de contratación directa del Contrato No.100 de 25 de Agosto de 2010, entre la Dirección General de Ingresos y la empresa COBRANZAS DEL ISTMO, S.A., como Gestor de Cobro, para la recuperación de la cartera morosa y no pagada que exceda los doce (12) meses de haberse causado y sus Adendas No.1 de 23 de enero de 2012 y No.2 de 19 de octubre de 2012, remitimos copia del Memorandun No.DASPC-033-2014, de la Dirección de Administración del Sistema PanamaCompra, donde se nos indica que dentro del historial del Sistema Electrónico de Contrataciones Públicas “PanamaCompra” y bajo los parámetros dados, entidad, número de contrato y nombre de la empresa señalada, NO se han encontrado registro de información solicitada” 

(Lo resaltado es nuestro)

Vigésimo Quinto: Que, la Dirección de Administración del Sistema PanamaCompra de la Dirección General de Contrataciones Públicas, en el Memorando No.DASPC-033-2014 de 29 de octubre de 2014, certifica que:

“El contenido de la nota se solicita información sobre la publicación y/o excepción del procedimiento de selección de contratista y autorización de contratación directa del Contrato No.100 de 25 de agosto de 2010, entre la Dirección General de Ingresos y la empresa Cobranzas del Istmo, S.A., certificamos que dentro del historial del Sistema Electrónico de Contrataciones Públicas “PanamaCompra” y bajo los parámetros dados, entidad, número de contrato y nombre de la empresa señalada, NO se han encontrado registro de información solicitada”

(Lo resaltado es nuestro)

Vigésimo Sexto: Que la documentación referida en los hechos vigésimo cuarto y vigésimo quinto de este instrumento evidencia el incumplimiento de la obligación de publicar el contrato, contenida en el artículo 65 de la Ley No.22 de 2006, en los términos vigentes al momento de celebración del acto administrativo impugnado.

“Artículo 65. Facultad de contratación. La celebración de los contratos corresponde al ministro o representante legal de la entidad contratante correspondiente o a quien se delegue esta facultad, por parte del Estado, de acuerdo con las condiciones y los requisitos exigidos en el pliego de cargos y las disposiciones legales pertinentes. Los contratos se entenderán perfeccionados cuando sean refrendados por la Contraloría General de la República, y surtirán sus efectos a partir de la fecha de notificación o entrega de la orden de proceder al contratista. Se exceptúan los convenios marco, los cuales se perfeccionarán una vez sean suscritos por la Dirección General de Contrataciones Públicas. 

Todos los contratos, independientemente de su cuantía, se deberán publicar en el Sistema Electrónico de Contrataciones Públicas “PanamaCompra”. 

(Lo resaltado es nuestro)

Vigésimo Séptimo: Que de la documentación contenida en los hechos vigésimo cuarto y vigésimo quinto de este instrumento también se desprende el incumplimiento de la obligación de publicar la intención de contratar directamente, establecida en los artículo 172 del Decreto Ejecutivo No.366 de 2006, en los términos vigentes al momento de celebración del acto administrativo impugnado.

“Artículo 172: (Procedimiento para anunciar la intención de contratación directa) En los casos de los literales [a], [f] y [h] del artículo 166 de este reglamento, la entidad contratante deberá publicar su intención de contratar directamente con un determinado proveedor en el Sistema Electrónico de Contrataciones Públicas “PanamaCompra” por un período no menor de cinco (5) días hábiles. Dicha publicación deberá contener como mínimo lo siguiente:

a) 
Descripción detallada de los bienes o servicios.

b) 
Monto del contrato.

c) 
Nombre del proveedor.

…”

(Lo resaltado es nuestro)

Vigésimo Octavo: Que el Contrato No.100 de 25 de agosto de 2010 no cumplió con el principio de publicidad consagrado en la Ley de Contratación Pública, sumando con esto otra trasgresión más al ordenamiento jurídico. 

Vigésimo Noveno: Que, salvo el mejor criterio de la Corte Suprema de Justicia, los hechos esbozados en este instrumento exponen vicios de nulidad absoluta del Contrato No.100 de 25 de agosto de 2010, contrato que, desde el inicio violaba los artículos 17 y 184 de la Constitución Política de la República d Panamá, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 123 de la Ley de Contratación Pública, tal como regía al momento de celebración del acto administrativo impugnado, los cuales serán puntualizados e individualizados en el acápite apropiado.

“Artículo 123. Nulidad absoluta de los contratos. Son causales de nulidad absoluta de los contratos públicos: 

1.
Que se celebren por personas inhabilitadas para contratar en los casos determinados por esta Ley. 

2.
Que se celebren por servidores públicos que carezcan de competencia absoluta para contratar. 

3.
Que sean violatorios de la Constitución Política o la ley o cuyo contenido sea imposible o constitutivo de delitos, o que se celebren con prescindencia absoluta del procedimiento legalmente establecido. 

4.
Que la nulidad de la adjudicación sea decretada por vía jurisdiccional. 

La nulidad de alguna o algunas cláusulas no invalidará el resto del contrato, salvo cuando no pudiera ser ejecutado sin las cláusulas anuladas.
Se aplicarán a los contratos públicos, además, las disposiciones pertinentes del Código Civil en materia de nulidad contractual.”
(Lo resaltado es nuestro)

Trigésimo: Que, según afirma el Informe No.111-2014 OAyFI de 27 de octubre de 2014, de la Oficina de Auditoria y Fiscalización Interna del Ministerio de Economía y Finanzas, con motivo del Contrato No.100 de 25 de agosto de 2010, el ESTADO ha pagado a la empresa Cobranzas del Istmo, S.A., en concepto de comisiones por recuperación de cartera morosa y no pagada, durante el período comprendido del año 2011 al año 2014, el monto de CUARENTA Y SIETE MILLONES CIENTO VEINTINUEVE MIL CUATROCIENTOS QUINCE BALBOAS CON SESENTA Y SEIS CENTÉSIMOS (B/.47,129,415.66).

Trigésimo Primero: Que, salvo el mejor criterio de la  Corte Suprema de Justicia, el Contrato No.100 de 25 de agosto de 2010 adolece ab initio del consentimiento administrativo, que es un requisito esencial para la validez de los contratos al tenor del artículo 1112 del Código Civil, aplicable de manera supletoria a la contratación pública, por lo que este contrato jamás debió surgir a la vida jurídica.  

“Capítulo II

De los Requisitos Esenciales Para la Validez de los Contratos

Artículo 1112. No hay contrato sino cuando concurran los requisitos siguientes: 

1.  
Consentimiento de los contratantes; 

2.  
Objeto cierto que sea materia del contrato; 

3.  
Causa de la obligación que se establezca.” 

(Lo resaltado es nuestro)

Trigésimo Segundo: Que, consecuencia de la conducta no ajustada al ordenamiento jurídico, por parte de los funcionarios responsables del manejo del procedimiento de contratación, que resultó en el Contrato No.100 de 25 de agosto de 2010, se tuvo que pagar la suma total de CUARENTA Y SIETE MILLONES CIENTO VEINTINUEVE MIL CUATROCIENTOS QUINCE BALBOAS CON SESENTA Y SEIS CENTÉSIMOS (B/.47,129,415.66), en lógico detrimento de los haberes nacionales y con su consecuente perjuicio a los programas y planes gubernamentales y a las expectativas y calidad de vida de todos los panameños y residentes en el país.

Trigésimo Tercero: Que el Director General de Ingresos, a través de la Resolución No.201-001 de 1 de octubre de 2014, declaró la nulidad absoluta, por inconstitucional, del Contrato No.100 de 25 de agosto de 2010, celebrado entre la Dirección General de Ingresos del Ministerio de Economía y Finanzas y la empresa Cobranzas del Istmo, S.A., como Gestor de Cobro, para la recuperación de la cartera morosa y no pagada que excedan los doce (12) meses de haberse causado, publicado en la Gaceta Oficial No.26620 de 14 de septiembre de 2010.

Trigésimo Cuarto: Que, en tiempo oportuno, el día 8 de octubre de 2014, la empresa Cobranzas del Istmo, S.A. interpuso recurso de apelación en contra de la Resolución No.201-001 de 1 de octubre de 2014, dilatando con ello la afectación económica que produce esta relación contractual hacia el Estado.

Trigésimo Quinto: Que, a la fecha, el Ministerio de Economía y Finanzas no ha emitido un pronunciamiento al respecto al recurso de apelación presentado, por lo cual no está en firme la Resolución No.201-001 de 1 de octubre de 2014.

V.
Disposiciones Legales Infringidas y Concepto de las Violaciones.  

 
Las disposiciones legales infringidas por el Contrato No.100 de 25 de agosto de 2010, celebrado entre la Dirección General de Ingresos del Ministerio de Economía y Finanzas y la empresa Cobranzas del Istmo, S.A., como Gestor de Cobro, para la recuperación de la cartera morosa y no pagada que excedan los doce (12) meses de haberse causado, publicado en la Gaceta Oficial No.26620 de 14 de septiembre de 2010, y sus adendas, son las siguientes:  

1. 
Se ha violado el artículo 56 de la Ley No.22 de 27 de junio de 2006, que es del tenor siguiente:

“Artículo 56. Excepción de procedimiento de selección de contratista. El principio fundamental de las contrataciones públicas es la celebración del procedimiento de selección de contratista, pero de manera excepcional, no será necesaria la celebración de dicho procedimiento en los siguientes casos: 

1. 
Los de adquisición o arrendamiento de bienes o servicios, así como la venta de bienes o servicios del Estado, en los cuales no haya más de un oferente o en aquellos que, según informe técnico oficial fundado, no haya sustituto adecuado, siempre que la venta no este fundamentada en la existencia de derechos posesorios sobre inmuebles. Tratándose de la venta de bienes del Estado donde exista un interés social o esté relacionado con programas de titulación de tierras que adelante el propio Estado solo se requerirá el informe técnico oficial de la autoridad con mando y jurisdicción responsable del programa o que establezca el beneficio en aras del interés social. La titulación que realice el Estado sobre bienes inmuebles basada en derechos posesorios se regirá por las leyes especiales.

2. 
Cuando hubiera urgencia evidente, de acuerdo con el numeral 47 del artículo 2 de la presente Ley, que no permita conceder el tiempo necesario para celebrar el acto público de selección de contratista. 

3. 
Cuando se trate de conjurar situaciones excepcionales relacionadas con emergencias o desastres naturales, previa declaratoria por el Órgano Ejecutivo. 

4. 
Los contratos autorizados o regulados por ley especial. 

5. 
Los que celebre el Estado con sus instituciones autónomas o semiautónomas, municipales o con las asociaciones de municipios, o de estas entre sí. 

6. 
Los contratos que constituyan simples prórrogas de contratos existentes, siempre que el precio no sea superior al pactado y así lo autoricen las autoridades competentes. 

7. 
Los contratos de permuta para adquisición de bienes muebles o inmuebles, previo avalúo correspondiente. 

8. 
Los actos o contratos que se refieren a obras de arte o a trabajos técnicos, cuya ejecución solo pueda confiarse a artistas reputados o a reconocidos profesionales. 

9. 
Las contrataciones por mérito para ciencia, tecnología, innovación y cultura, las cuales reglamentará el Órgano Ejecutivo por conducto del Ministerio de la Presidencia. 

10. 
Los contratos considerados de urgente interés local o de beneficio social. Se entienden incluidos los proyectos relacionados con el desarrollo de recursos energéticos, hídricos y otros de importancia estratégica para el desarrollo nacional. 

11. 
Los contratos celebrados por la Asamblea Nacional, hasta la suma de cincuenta mil balboas (B/.50,000.00), autorizados por la Directiva de la Asamblea. 

…”

(Lo resaltado es nuestro)

Concepto de la Violación: La violación ha sido Directa, por Omisión, del artículo 56 de la Ley No.22 de 27 de junio de 2006, tal como se encontraba vigente al momento de los hechos, por cuanto que se dejó de aplicar esta excerta jurídica que enumera taxativamente los supuestos de excepción al procedimiento de selección de contratista.

   
La falta de aplicación ocurrió cuando la Dirección General de Ingresos del Ministerio de Economía y Finanzas no solicitó la declaratoria de excepción y autorización de contratación directa para la celebración del atacado Contrato No.100 de 25 de agosto de 2010, según evidencian sendas certificaciones emitidas por las autoridades competentes (Ministerio de Economía y Finanzas, Consejo Económico Nacional y Consejo de Gabinete), y en consecuencia dejó de fundamentar en cuál de los casos contemplados en la Ley se basó dicha contratación.

   
No debe soslayarse la grave perturbación al ordenamiento jurídico que representa el no señalamiento de la causal de excepción, puesto que tal requerimiento tiene su génesis en la norma de mayor jerarquía nacional, la Constitución Política de la República de Panamá, la cual en materia de contratación pública ordena la realización de licitaciones, salvo en aquellos casos previstos en Ley.

“Artículo 266. La ejecución o reparación de obras nacionales, las compras que se efectúen con fondos del Estado, de sus entidades autónomas o semiautónomas o de los Municipios y la venta o arrendamiento de bienes pertenecientes a los mismos se harán, salvo las excepciones que determine la Ley, mediante licitación pública.

La Ley establecerá las medidas que aseguren en toda licitación el mayor beneficio para el Estado y plena justicia en la adjudicación.”

(Lo resaltado es nuestro)

  
En abono a lo indicado, la  Corte Suprema de Justicia de Panamá, en Sentencia de 27 de abril de 2009 de la Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo, ilustra acerca de la necesidad estatal de celebrar actos públicos y aplicar rigurosamente las excepciones permitidas por la Ley, como mecanismo para lograr el objetivo constitucional de plena justicia en la adjudicación.

“Es principio aceptado ya que el examen de la legalidad ordinaria tiene que desarrollarse tomando en cuenta los parámetros que recoge la Constitución Nacional, y de ahí que, también en materia de contratación pública, se impone una obligada lectura constitucional en las normas que la regulan.
Es, precisamente, en este aspecto en el cual puede apreciarse claramente la necesidad de que la interpretación de las normas legales de contratación pública guarden una indispensable consonancia con los postulados y principios del orden constitucional. Esta exigencia, que es directo reflejo del principio de supremacía jerárquicos que las normas constitucionales ejercen sobre los preceptos de orden legal, permite la construcción de interpretaciones que no sólo favorecen la mejor aplicación de la ley sino también ayudan en la solución de las naturales dudas y conflictos que surgen al tener que aplicarlos a los casos concretos de la vida diaria.

La principal regla que encontramos en el plano constitucional en lo que respecta a la contratación pública, se encuentra prevista en el artículo 266 de la Carta Política que es del siguiente tenor:

"La ejecución o reparación de obras nacionales, las compras que se efectúen con fondos del Estado, de sus Entidades Autónomas o Semiautónomas o de los Municipios y la venta o arrendamiento de bienes pertenecientes a los mismos se harán, salvo las excepciones que determine la Ley, mediante licitación pública.

La Ley establecerá las medidas que aseguren en toda licitación el mayor beneficio para el Estado y plena justicia en la adjudicación".
Sobre este precepto constitucional, es preciso resaltar lo siguiente:

El mismo establece un canon general de aplicación a las contrataciones que realice el Estado y los Municipios, en tanto que ellas impliquen la disposición de fondos públicos. Esta particularidad encuentra su razón de ser en el hecho claro de que los criterios de asignación, manejo e inversión de los fondos públicos responden a una lógica distinta del que impera en el ámbito privado, y de conformidad con esto, el desembolso de los recursos de todos tiene que desarrollarse en condiciones que aseguren el mayor beneficio y el menor coste para el interés general.
El referido precepto constitucional señala que la licitación pública, salvo las excepciones que prevea la ley, debe ser el procedimiento que se aplique a la ejecución o reparación de obras, compras, ventas, arrendamientos de bienes o servicios, sean estos nacionales o municipales. El verdadero objetivo que el Constituyente identificó como regla general para que tuviera lugar la inversión de fondos públicos, es el respeto a los trámites de selección de contratista, ya que se entiende que a través de la observancia del mismo, se conjura la posibilidad de favoritismos y discrecionalidades inconvenientes en la asignación de las obras, servicios o bienes costeados con fondos públicos. 

Si el trámite de selección de contratista en el ámbito público es la regla de exigencia constitucional, sus excepciones tienen que ser apreciadas en un contexto de estricta rigurosidad pues, si bien las excepciones están autorizadas en la medida que la ley las consagre, ellas no pueden convertirse en la regla que hagan ineficaz la efectiva aplicación del mandato general. Las excepciones legales al trámite de selección de contratista, gozan de legitimidad constitucional pero en su aplicación debe imperar una interpretación restrictiva para que se respete el claro criterio señalado por el Constituyente.

El trámite de selección de contratista que exige la Constitución en el artículo 266, debe estar orientado a la obtención de dos condiciones fundamentales y concurrentes:  

el mayor beneficio para el Estado; y,
la plena justicia en la adjudicación.
El mayor beneficio para el Estado debe ser apreciado no sólo desde la perspectiva del más bajo costo posible sino también de la mejor calidad en cuanto a la obra, bien o servicio de que se trate. Igualmente, ese mayor beneficio que el Constituyente quiere que se alcance a través del trámite de selección de contratista, del cual, se repite, la licitación es sólo una de sus modalidades, debe permitir la escogencia objetiva de la mejor oferta, hecha por proponentes calificados con credenciales de seriedad y cumplimiento para asegurar las condiciones más beneficiosas al interés general. 

Por su lado, el trámite de selección de contratista debe alcanzar también la plena justicia en la adjudicación, con lo cual se quiere significar que el procedimiento debe ceñirse a criterios de legalidad, objetividad, debido proceso, igualdad de trato entre los oferentes, publicidad, transparencia, lealtad, y libre concurrencia, entre otros. No se garantiza la plena justicia en la adjudicación cuando se favorece ilegalmente a un oferente en detrimento de los otros o cuando se evalúan las propuestas exigiendo requisitos o trámites no previstos en la ley con el fin de descalificar con ligereza la participación de los proponentes.

La interpretación de las excepciones al proceso de selección de contratista.
Tal como se indicó líneas atrás, tanto la Constitución como la Ley reconocen la necesidad de contemplar algunos supuestos de excepción a la regla general que impone la necesidad de desarrollar trámites para la selección de contratista de obras o servicios sufragados con fondos públicos.
El reconocimiento de esos supuestos de excepción reclaman una prudente y rigurosa aplicación, ya que una utilización frente e irreflexiva de los mismos puede llevar al inconveniente resultado de sacrificar el mandato general que exige la celebración del trámite de selección de contratista en el ámbito público.
Es por ello que, los supuestos de excepción a la regla general de selección de contratista del Estado está sometida a una interpretación restrictiva y rigurosa que tiene que sujetarse a los estrictos parámetros legales fijados en la normatividad.”

(Lo resaltado es nuestro)

   
Lo expuesto permite colegir que, al no sustentar el Contrato No.100 de 25 de agosto de 2010 en alguno de los casos contenidos en el artículo 56 de la Ley No.22 de 27 de junio de 2006, la Dirección General de Ingresos del Ministerio de Economía y Finanzas necesariamente debió convocar un acto de selección de contratista.  El mecanismo es simple, pero restrictivo, o encauzas la contratación directa dentro de las causales descritas en la Ley (excepción) o efectúas un procedimiento de selección de contratista (regla general).  Obviamente, en este caso particular, no se hizo una ni la otra.

   
Por ello resulta sorprendente observar que la Dirección General de Ingresos del Ministerio de Economía y Finanzas tenia pleno conocimiento de la existencia de esta norma (artículo 56 de la Ley No.22 de 27 de junio de 2006) y de la necesidad de obtener la declaración de excepción y autorización de contratación directa, dado que en el contrato impugnado se declara falsamente que fue realizado “sobre la base de la excepción de acto público, autorización de contratación directa”.  Con ello se da a entender que fue acreditado alguno de los supuestos contenidos en el artículo 56 de la Ley No.22 de 27 de junio de 2006 ante la autoridad competente y que se obtuvo la autorización de contratación directa, que conceptualmente incluye la declaratoria de excepción, lo cual no se ajusta al contenido de las pruebas aportadas.  

   
Es que las causales de excepción, vistas en sí mismas, con independencia del procedimiento, son una expresión de la voluntad del Estado, la cual es elemento esencial de validez de los contratos administrativos.  Así, la determinación de la opción aplicable sirve de base para la declaratoria de excepción, que a su vez constituye un trámite precontractual integrante del consentimiento estatal.

  
Al haberse omitido la aplicación de esta norma ab initio, el Contrato No.100 de 25 de agosto de 2010, incurre en vicios de nulidad absoluta, conforme dispone el artículo 123 de la Ley No.22 de 27 de junio de 2006, tal como se encontraba vigente al momento de los hechos. 

“Artículo 123. Nulidad absoluta de los contratos. Son causales de nulidad absoluta de los contratos públicos: 

1.
Que se celebren por personas inhabilitadas para contratar en los casos determinados por esta Ley. 

2.
Que se celebren por servidores públicos que carezcan de competencia absoluta para contratar. 

3.
Que sean violatorios de la Constitución Política o la ley o cuyo contenido sea imposible o constitutivo de delitos, o que se celebren con prescindencia absoluta del procedimiento legalmente establecido. 

4.
Que la nulidad de la adjudicación sea decretada por vía jurisdiccional. 

La nulidad de alguna o algunas cláusulas no invalidará el resto del contrato, salvo cuando no pudiera ser ejecutado sin las cláusulas anuladas.
Se aplicarán a los contratos públicos, además, las disposiciones pertinentes del Código Civil en materia de nulidad contractual.”
(Lo resaltado es nuestro)

  
A la luz de la citada norma, salvo el mejor criterio de la Corte Suprema de Justicia, resulta palmaria la configuración de la causal de nulidad absoluta, toda vez que se viola el procedimiento establecido en el artículo 56 de la Ley No.22 de 27 de junio de 2006, que desarrolla la instrucción vertida por el artículo 266 de la Constitución Política, al no individualizar la razón para exceptuar del acto público al Contrato No.100 de 25 de agosto de 2010.

2. 
Se ha violado el artículo 57 de la Ley No.22 de 27 de junio de 2006, que es del tenor siguiente:

“Artículo 57. Excepción, autorización y aprobación del contrato. El Órgano Ejecutivo expedirá, dentro de los tres meses siguientes a la promulgación de esta Ley, un reglamento de contratación directa, cuyas disposiciones garanticen y desarrollen los principios de economía, transparencia y selección objetiva previstos en esta Ley. 

La declaratoria de excepción de procedimiento de selección de contratista y la autorización de contratación directa, de aquellos contratos que no sobrepasen la suma de trescientos mil balboas (B/.300,000.00), le corresponden al Ministerio de Economía y Finanzas. En el caso de los intermediarios financieros y de las sociedades anónimas en que el Estado sea propietario del cincuenta y uno por ciento (51%) o más de sus acciones o patrimonio, aquellas se ajustarán a lo dispuesto en sus leyes orgánicas, para efectos de los contratos que no sobrepasen los trescientos mil balboas (B/.300,000.00). 

La declaratoria de excepción de procedimiento de selección de contratista, la autorización de contratación directa y la aprobación de aquellos contratos que sobrepasen la suma de trescientos mil balboas (B/.300,000.00), sin exceder los tres millones de balboas (B/.3,000,000.00), le corresponde al Consejo Económico Nacional. 

La declaratoria de excepción de procedimiento de selección de contratista, la autorización de contratación directa y la aprobación de aquellos contratos que sobrepasen la suma de tres millones de balboas (B/.3,000,000.00), le corresponde al Consejo de Gabinete.” 

(Lo resaltado es nuestro)

Concepto de la Violación: La violación ha sido Directa, por Omisión, del artículo 57 de la Ley No.22 de 27 de junio de 2006, tal como se encontraba vigente al momento de los hechos, por cuanto que se dejó de aplicar este precepto jurídico que determina la autoridad competente para autorizar la contratación directa, según la cuantía de la contratación.

   
No obstante lo expresado en la norma, el Contrato No.100 de 25 de agosto de 2010 impugnado, no fue aprobado por ninguna de las posibles autoridades competentes (Ministerio de Economía y Finanzas, Consejo Económico Nacional y Consejo de Gabinete), en contravención del procedimiento legalmente establecido, lo que da lugar a una de las causales de nulidad absoluta de los contratos, contenida en el numeral 3 del artículo 123 de la Ley No.22 de 27 de junio de 2006.  

   
Cabe anotar que la declaratoria de excepción y autorización de contratación directa es parte del procedimiento de conformación de la voluntad estatal, por lo que la obligación de cumplir con los trámites establecidos constituye una expresión directa de dicha voluntad.  La falta de aplicación este artículo 57 de la Ley No.22 de 27 de junio de 2006 constituye un vicio al consentimiento. 

3. 
Se ha violado el artículo 65 de la Ley No.22 de 27 de junio de 2006, que es del tenor siguiente:

“Artículo 65. Facultad de contratación. La celebración de los contratos corresponde al ministro o representante legal de la entidad contratante correspondiente o a quien se delegue esta facultad, por parte del Estado, de acuerdo con las condiciones y los requisitos exigidos en el pliego de cargos y las disposiciones legales pertinentes. Los contratos se entenderán perfeccionados cuando sean refrendados por la Contraloría General de la República, y surtirán sus efectos a partir de la fecha de notificación o entrega de la orden de proceder al contratista. Se exceptúan los convenios marco, los cuales se perfeccionarán una vez sean suscritos por la Dirección General de Contrataciones Públicas. 

Todos los contratos, independientemente de su cuantía, se deberán publicar en el Sistema Electrónico de Contrataciones Públicas “PanamaCompra”. 

(Lo resaltado es nuestro)

Concepto de la Violación: La violación ha sido Directa, por Omisión, del artículo 65 de la Ley No.22 de 27 de junio de 2006, tal como se encontraba vigente al momento de los hechos, por cuanto que se dejó de aplicar esta norma jurídica que ordena publicar los contratos en el Sistema Electrónico de Contrataciones Públicas “PanamaCompra”, en atención al principio de publicidad consagrado en la Ley de Contratación Pública.

   
El Contrato No.100 de 25 de agosto de 2010 no fue publicado en el sitio web de “PanamaCompra” (www.panamacompra.gob.pa), de conformidad con las certificaciones emitidas por la Dirección General de Contrataciones Públicas, a través de la Nota No.DGCP-DJ-092-2014 de 29 de octubre de 2014 de la Dirección de Asuntos Jurídicos y del Memorando No.DASPC-033-2014 de 29 de octubre de 2014 de la Dirección de Administración del Sistema PanamaCompra.  Esto crea otra situación más con respecto al atacado Contrato No.100 de 25 de agosto de 2010 en la que no se ha cumplido con los trámites consagrados en la Ley, y que también puede dar lugar a la causal de nulidad absoluta de contratos descrita en el numeral 3 del artículo 123 de la Ley de Contratación Pública.

4. 
Se ha violado el artículo 1 de la Ley No.22 de 27 de junio de 2006, que es del tenor siguiente:

“Artículo 1. Ámbito de aplicación. La presente Ley tiene por objeto establecer las reglas y los principios básicos de obligatoria observancia que regirán los contratos públicos que realicen el Gobierno Central, las entidades autónomas y semiautónomas, los intermediarios financieros y las sociedades anónimas en las que el Estado sea propietario del cincuenta y uno por ciento (51 %) o más de sus acciones o patrimonio para: 

1. 
La adquisición o arrendamiento de bienes por parte del Estado. 

2. 
La ejecución de obras públicas. 

3. 
La disposición de bienes del Estado, incluyendo su arrendamiento. 

4. 
La prestación de servicios. 

5. 
La operación o administración de bienes. 

6. 
Las concesiones o cualquier otro contrato no regulado por ley especial. 

Parágrafo: A las contrataciones que realicen los municipios, las juntas comunales y locales y la Caja de Seguro Social, se les aplicará esta Ley en forma supletoria; no obstante, estas instituciones deberán someterse a las disposiciones contenidas en el artículo 124 de esta Ley.” 

(Lo resaltado es nuestro)

Concepto de la Violación: La violación ha sido Directa, por Omisión, del artículo 1 de la Ley No.22 de 27 de junio de 2006, tal como se encontraba vigente al momento de los hechos, por cuanto que se dejó de aplicar este artículo, que obliga a las entidades del Gobierno Central a cumplir con los principios y procedimientos de contratación pública.

   
El Contrato No.100 de 25 de agosto de 2010, a pesar de contener ciertas cláusulas acordes a la normativa y usos de la contratación pública, dejó de cumplir con el procedimiento legalmente establecido, como evidencia la falta de aplicación de los artículos 56, 57 y 65 de la Ley No.22 de 27 de junio de 2006. 

5. 
Se ha violado el artículo 51 del Decreto Ley No.14 de 27 de agosto de 1954, que es del tenor siguiente:

“Artículo 1. La Dirección General de Ingresos funcionará como organismo adscrito al Ministerio de Economía y Finanzas, y dentro de este contará con autonomía administrativa, funcional y financiera en los términos señalados en esta Ley. 

Esta Dirección tendrá a su cargo, en la vía administrativa, el reconocimiento, la recaudación, la cobranza, la investigación y fiscalización de tributos, la aplicación de sanciones, la resolución de recursos y la expedición de los actos administrativos necesarios en caso de infracción a las leyes fiscales, así como cualquier otra actividad relacionada con el control del cumplimiento de las obligaciones establecidas por las normas con respecto a los impuestos, las tasas, las contribuciones y las rentas de carácter interno comprendidas dentro de la dirección activa del Tesoro Nacional, no asignadas por la ley a otras instituciones del Estado. 

Para tal efecto, mediante actos administrativos idóneos, podrá: 

1. 
Declarar o determinar la existencia de obligaciones tributarias, su cuantía o monto total. 

2. 
Exigir el pago de obligaciones tributarias y determinar la existencia de créditos tributarios, según corresponda. 

3. 
Contratar gestores de cobro con vasta y reconocida experiencia en los casos de morosidad que excedan de doce (12) meses de haberse causado, entendiéndose que estos se sujetan a la reserva de información de que trata el artículo 21 del presente Decreto de Gabinete y a las normas de contratación pública. 

…

Para los efectos legales de contratación administrativa y demás obligaciones tanto contractuales como de gestión en los términos arriba indicados, la representación legal de la entidad recae sobre el Director General de Ingresos. En este orden, el Director General de Ingresos podrá delegar, mediante resolución que deberá ser publicada en Gaceta Oficial, las funciones a él adscritas por la Ley y los Reglamentos que para estos efectos expida el Órgano Ejecutivo.” 

(Lo resaltado es nuestro) 

Concepto de la Violación: La violación ha sido Directa, por Omisión, del artículo 1 del Decreto de Gabinete No.109 de 7 de mayo de 1970, modificado por el artículo 128 de la Ley No.8 de 15 de marzo de 2010, tal como se encontraba vigente al momento de los hechos, por cuanto que se dejó de aplicar este precepto jurídico que claramente ordena realizar la contratación de gestores de cobro mediante actos administrativos idóneos y conforme las normas de contratación pública.

   
Al igual que en la previamente expuesta violación a la Ley, la falta de tramitación y obtención de la declaratoria de excepción de acto público y autorización de contratación directa, correspondiente al Contrato No.100 de 25 de agosto de 2010, evidencia que este contrato no fue celebrado conforme a derecho, ni fue dictado por la autoridad competentes, en detrimento de la Ley.

6. 
Se ha violado el artículo 7 del Decreto Ejecutivo No.22 de 17 de marzo de 2010, que es del tenor siguiente:

“Artículo 7: Una vez calificado un interesado como Gestor de Cobro Autorizado, la Dirección General de Ingresos iniciará el procedimiento de contratación del mismo.

Para tales efectos y en concordancia con lo establecido en la Ley de Contratación Pública, el Director General de Ingresos, por conducto el Ministerio de Economía y Finanzas, solicitará a las instancias correspondientes, dependiendo de la cuantía, la excepción de acto público y la autorización para contratar directamente con el Gestor de Cobro Autorizado, el servicio de cobros.

Posteriormente, el Director General de Ingresos procederá a suscribir el contrato respectivo con el Gestor de Cobro Autorizado de acuerdo con este Decreto Ejecutivo y las disposiciones legales pertinentes, entendiéndose el cumplimiento de las normas legales vigentes, como lo es entre otros, la obtención previa del concepto favorable al contrato respectivo según la cuantía que corresponda. El contrato entre la Dirección General de Ingresos y el Gestor de Cobros tendrá una vigencia mínima de cuatro (4) años renovables por cuatro (4) años adicionales.

...”

(Lo resaltado es nuestro)

Concepto de la Violación: La violación ha sido Directa, por Omisión, del artículo 7 del Decreto Ejecutivo No.22 de 17 de marzo de 2010, tal como se encontraba vigente al momento de los hechos, por cuanto que se dejó de aplicar esta norma jurídica que, para la contratación de gestores de cobro, establece el requisito de obtener la declaración de excepción de procedimiento de selección de contratista y la autorización de contratación directa.
   
Este Decreto Ejecutivo reglamenta la contratación de gestores de cobro por la Dirección General de Ingresos del Ministerio de Economía y Finanzas, y en su artículo 7 específicamente exige que tales contratos cuenten con la excepción de acto público y autorización de contratación directa.  Durante la celebración del Contrato No.100 de 25 de agosto de 2010 no se tramitó la referida correspondiente solicitud, dejando así de aplicar la norma e incurriendo en causal de nulidad absoluta del contrato (prescindencia absoluta del procedimiento legalmente establecido).

7. 
Se ha violado el artículo 9 del Código Civil de la República, que se lee:

“Artículo 9.  Cuando el sentido de la ley es claro, no se desatenderá su tenor literal a pretexto de consultar su espíritu.  Pero bien puede, para interpretar una expresión oscura de la ley, recurrir a su intención o espíritu, claramente manifestados en ella misma o en la historia fidedigna de su establecimiento.” 

(Lo resaltado es nuestro)

Concepto de la Violación: Como consecuencia de la violación de los artículos 56 y 57 de la Ley No.22 de 27 de junio de 2006, del artículo 51 del Decreto Ley No.14 de 27 de agosto de 1954 y del artículo 7 del Decreto Ejecutivo No.22 de 17 de marzo de 2010, también se ha violado en forma Directa, por Omisión, el artículo 9 del Código Civil, por cuanto que el la celebración del Contrato No.100 de 25 de agosto de 2010 se desatiende del tenor literal de la Ley No.22 de 27 de junio de 2006, el Decreto Ley No.14 de 27 de agosto de 1954 y el Decreto Ejecutivo No.22 de 17 de marzo de 2010, al dejar de realizar los trámites ordenados en las mismas.

VI.
Solicitud Especial.  

 
Respetuosamente se solicita a la Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia de la República que, previo cumplimiento de los trámites legales, SUSPENDA PROVISIONALMENTE LOS EFECTOS DEL CONTRATO No.100 DE 25 DE AGOSTO DE 2010, celebrado entre la Dirección General de Ingresos del Ministerio de Economía y Finanzas y la empresa Cobranzas del Istmo, S.A., como Gestor de Cobro, para la recuperación de la cartera morosa y no pagada que excedan los doce (12) meses de haberse causado, publicado en la Gaceta Oficial No.26620 de 14 de septiembre de 2010, y sus adendas, en virtud que los adjuntos elementos de prueba acreditan la grave lesión al ordenamiento jurídico nacional y el potencial daño patrimonial que la ejecución de dicho contrato causa al Estado.

  
Esta solicitud especial se fundamenta en las siguientes consideraciones: 

a.
Fumus boni iuris.

  
Las certificaciones emitidas por las autoridades competentes, a saber el Ministerio de Economía y Finanzas, el Consejo Económico Nacional y el Consejo de Gabinete, demuestran en forma diáfana, clara e irrefutable que el Contrato No.100 de 25 de agosto de 2010 no cuenta con la declaratoria de excepción de acto público y autorización de contratación directa exigida por la Ley No.22 de 27 de junio de 2006, que es parte del procedimiento administrativo precontractual y por cuyo conducto se integra la voluntad estatal.

  
Esta actuación antijurídica constituye una directa, grave y palmaria vulneración del ordenamiento positivo nacional, cuyo rango de afectación podría alcanzar al artículo 266 de la Constitución Política, que ordena la realización de licitaciones para las contrataciones públicas, con la excepción de aquellos casos previstos en la Ley. En consecuencia, al haber omitido la realización de los trámites necesarios para celebrar la contratación directa con arreglo a la Ley, no se configura la salvedad constitucional permitida, en abierta flagrante violación de la Constitución Política y la Ley de Contratación Pública. 

  
Cabe mencionar, que la Dirección General de Ingresos del Ministerio de Economía y Finanzas tuvo pleno conocimiento de dicho requerimiento, puesto que en el propio Contrato No.100 de 25 de agosto de 2010 incluyeron que fue realizado “sobre la base de la excepción de acto público, autorización de contratación directa”.  La inserción de esta falsa declaración, además de demostrar que las autoridades administrativas comprendían el alcance de la norma, también introduce un nuevo elemento a considerar: el dolo.  El impugnado Contrato No.100 de 25 de agosto de 2010 no cumplió con la Ley y fue celebrado a sabiendas que no cumplía con la Ley.

b.
Periculum in mora.

  
En cumplimiento del Contrato No.100 de 25 de agosto de 2010, cuya declaración de nulidad se solicita a la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia a través de este instrumento, por razón de la absoluta prescindencia del procedimiento legalmente establecido, el Estado ha cancelado la suma total de CUARENTA Y SIETE MILLONES CIENTO VEINTINUEVE MIL CUATROCIENTOS QUINCE BALBOAS CON SESENTA Y SEIS CENTÉSIMOS (B/.47,129,415.66), a favor de la empresa Cobranzas del Istmo, S.A., en concepto de comisiones por recuperación de cartera morosa y no pagada, durante el período comprendido del año 2011 al año 2014, según expone el Informe No.111-2014 OAyFI de 27 de octubre de 2014, de la Oficina de Auditoria y Fiscalización Interna del Ministerio de Economía y Finanzas.  
  
En el millonario monto pagado se aprecia la excesiva e irreparable afectación económica sufrida directamente por el Estado, y así por todos los ciudadanos panameños, que cercena en esa misma medida la capacidad gubernamental de desarrollar programas, políticas y/o acciones para el desarrollo socioeconómico nacional, tan necesitadas en nuestro país en crecimiento, lo cual cierta e indiscutiblemente reviste interés público.

  
El Contrato No.100 de 25 de agosto de 2010 fue realizado en abierta inobservancia de la legislación sobre contrataciones públicas y sólo surgió al mundo jurídico por las gestiones ilegales de las autoridades responsables, pero su existencia involucra perjuicios al erario nacional, puesto que los fondos pagados a la fecha son de difícil o imposible recuperación.  Los millones auditados, y en general cualquier cantidad egresada con motivo del contrato impugnado, son propiedad de todos los ciudadanos y residentes que pagan tributos al Estado, por lo que jamás debieron haberse desembolsado, puesto que el contrato contradice la voluntad del Estado y del pueblo panameño.  En esta instancia no es relevante determinar si los pagos realizados corresponden o no a servicios efectivamente prestados, lo importante es entender que se trata de pagos provenientes de un contrato ilegal y, en virtud de ello, el interés nacional que conlleva la suspensión del contrato objeto de esta acción y, en consecuencia, de los posible pagos futuros derivados del mismo, puesto que igualmente resultaría en cuantiosos e irrecuperables montos de dinero.

VII.
Pruebas.  Se adjuntan las siguientes:  

a.
Fotocopia autenticada del Contrato No.100 de 25 de agosto de 2010, celebrado entre la Dirección General de Ingresos del Ministerio de Economía y Finanzas y la empresa Cobranzas del Istmo, S.A., como Gestor de Cobro, para la recuperación de la cartera morosa y no pagada que excedan los doce (12) meses de haberse causado, publicado en la Gaceta Oficial No.26620 de 14 de septiembre de 2010;

b.
Fotocopia autenticada de la Adenda No.1 de 21 de diciembre de 2011, suscrita entre la Dirección General de Ingresos del Ministerio de Economía y Finanzas y la empresa Cobranzas del Istmo, S.A., mediante la cual se modifica la cláusula novena del Contrato No.100 de 25 de agosto de 2010; 

c.
Fotocopia autenticada de la Adenda No.2 de 09 de octubre de 2012, suscrita entre la Dirección General de Ingresos del Ministerio de Economía y Finanzas y la empresa Cobranzas del Istmo, S.A., mediante la cual se modifica la cláusula novena del Contrato No.100 de 25 de agosto de 2010;

d.
Fotocopia autenticada del Memorando No.301-02-108-2014-UACE de 30 de octubre de 2014, de la Unidad de Contrataciones y Adquisiciones del Estado del Ministerio de Economía y Finanzas;  
e.
Fotocopia autenticada del Memorándum CENA/039 de 31 de octubre de 2014, de la Secretaría Técnica del Consejo Económico Nacional;  
f.
Fotocopia autenticada de la Nota No.715-2014-AL de 13 de noviembre de 2014, del Ministro de la Presidencia y Secretario General del Consejo de Gabinete;    
g.
Fotocopia autenticada del Memorándum No.192-14 CG de 13 de noviembre de 2014, del departamento de Consejo de Gabinete del Ministro de la Presidencia;    
h.
Fotocopia autenticada de la Nota No.DGCP-DJ-092-2014 de 29 de octubre de 2014, de la Dirección de Asuntos Jurídicos de la Dirección General de Contrataciones Públicas; 
i.
Fotocopia autenticada del Memorando No.DASPC-033-2014 de 29 de octubre de 2014, de la Dirección de Administración del Sistema PanamaCompra de la Dirección General de Contrataciones Públicas;  y,
j.
Fotocopia autenticada del Informe No.111-2014 OAyFI de 27 de octubre de 2014, de la Oficina de Auditoria y Fiscalización Interna del Ministerio de Economía y Finanzas. 

k.   Aducimos la Gaceta Oficial No.26620 de 14 de septiembre de 2010
Nos reservamos el derecho de aportar y/o aducir oportunamente nuevas pruebas documentales, testimoniales y/o periciales.

VIII. 
Fundamento de Derecho.

 
Constitución Política de la República de Panamá, Ley No.135 de 30 de abril de 1943, Ley No.38 de 31 de julio de 2000, Ley No.22 de 27 de junio de 2006, Decreto de Gabinete No.109 de 7 de mayo de 1970, Decreto Ejecutivo No.75 de 17 de julio de 2003, Decreto Ejecutivo No.22 de 17 de marzo de 2010, y relacionadas.

Panamá, a su fecha de presentación,

Del Señor Presidente de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia

Atentamente,

Miguel Antonio Bernal Villalaz.

Cédula No.8-153-2773.

Idoneidad #509
28/.- 


